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EL PUEBLO DE PUERTO 
RICO 
 

Recurrido 
 
 

v. 
 
JORGE PAGÁN VÉLEZ 
 

Peticionario 
 

 
 
 
 
 

KLCE201601525 
 
  

Certiorari procedente 
del Tribunal de 
Primera Instancia, 
Sala de Utuado 
 
Caso Núm.:  
 
 L BD2014G0097 y 
otros  
 
 
Sobre:  
 
Artículo 190 del CP 
Enm Tent. Art. 189 CP 
y otros  
 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Fraticelli Torres, el Juez 
Hernández Sánchez y el Juez Ramos Torres 

 
Fraticelli Torres, Jueza Ponente 
 
 

 RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico a 31 de agosto de 2016. 

I. 

 El señor Jorge Pagán Vélez presentó ante el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Utuado, un escrito titulado “Moción en solicitud de que 

se honre el preacuerdo que se hizo el día 4 de septiembre de 2014 

conforme a la Regla 72 de Procedimiento Criminal de 1963, según 

enmendada, (sic) esto conforme a la preventiva del Estado de Nueva 

York”. Ese foro declaró no ha lugar la moción y dio como fundamento que 

“[l]as sentencias son conforme a derecho ya que se dispone que se 

abone el tiempo “aplicable conforme a disposición de ley”. Esa resolución 

fue notificada el 12 de julio de 2016.  

 El 9 de agosto siguiente, es decir, en tiempo hábil, el señor Pagán 

Vélez recurrió a este foro a solicitar que expidamos el auto de certiorari 

para revisar y revocar esa determinación. No podemos acceder a ello 

porque esa decisión es esencialmente correcta. Regla 40 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40. 
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 Pero aún más, lo que realmente solicitó el señor Pagán Vélez al 

foro de primera instancia fue que revisara una decisión administrativa 

que, a su juicio, es incorrecta. Pero esa prerrogativa solo corresponde a 

este Tribunal de Apelaciones y dentro del plazo jurisdiccional de 30 días, 

contados a partir de la notificación de la última gestión administrativa 

sobre ese documento.  

La Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 

Ley Núm. 466 de 23 de septiembre de 2004, según enmendada, 4 

L.P.R.A. sec. 24, dispone en su Artículo 4.006 (c) que corresponde a este 

Tribunal de Apelaciones revisar, mediante el recurso de revisión judicial 

no discrecional, las decisiones, órdenes y resoluciones finales de 

organismos o agencias administrativas. Así también lo provee la Sección 

4.2 de la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, Ley Núm. 170 de 

12 de agosto de 1988, según enmendada, que en lo pertinente dispone 

que una parte adversamente afectada por una orden o resolución final de 

una agencia y que haya agotado todos los remedios provistos por la 

agencia o por el organismo administrativo apelativo correspondiente 

podrá presentar una solicitud de revisión judicial ante el Tribunal de 

Apelaciones. 3 L.P.R.A. sec. 2172. El Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones regula ese recurso en su Regla 57. 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B. El 

Art. XVI del Reglamento 7219 advierte al confinado de tal derecho.  

 La decisión administrativa aludida es la Hoja de Control sobre 

Liquidación de Sentencias que el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación le entregó al señor Pagán Vélez en octubre y diciembre de 

2015. En esos documentos se le computó el tiempo máximo y mínimo de 

su sentencia, según el alcance del dictamen condenatorio, luego de 

acreditarle el tiempo de cualquier preventiva, bonificaciones, etc.   

 El señor Pagán discrepa de los cómputos que hizo el 

Departamento, pero no acudió a este foro con un recurso de revisión 

judicial, como correspondía, sino al Tribunal de Primera Instancia. Por eso 

la decisión de ese foro es correcta y no debemos intervenir con ella. 
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 Al analizar los documentos que acompañó el señor Pagán Vélez a 

su solicitud de certiorari, nos percatamos de que ya se extinguió el plazo 

que tenía este foro intermedio para pasar juicio sobre esos cómputos. No 

podemos colateralmente revisar la decisión por medio del recurso del 

certiorari. Este recurso no llegó a este Tribunal por los canales correctos y 

jurisdiccionales. Procede denegar la expedición del auto discrecional 

solicitado. Esta decisión no impide que el peticionario recurra 

oportunamente a este foro revisor de una decisión futura sobre el mismo 

asunto. 

II. 

 Por los fundamentos expresados, se deniega la expedición del 

auto discrecional solicitado.  

Así lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

 
   Dimarie Alicea Lozada 

       Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


